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Resumen: esta ponencia analiza la tensión entre la jurisdicción 
internacional y la soberanía nacional, explorando su compati-
bilidad. Se examinan las dimensiones de la soberanía y se en-
fatiza la distinción entre la popular y la nacional, sosteniendo 
que es esta la que se compromete al firmar un tratado cuyo 
cumplimiento queda sometido a la jurisdicción internacional, 
cuya naturaleza y alcance son estudiados distinguiendo sus 
expresiones europea y latinoamericana. Se explica por qué es 
rechazable la pretensión de imponer a los Estados la obligación 
de modificar su Constitución, empleando ejemplos de las sen-
tencias impuestas a México.

Abstract: this paper analyzes the tension between interna-
tional jurisdiction and national sovereignty and explores their 
compatibility. It examines the dimensions of sovereignty and 
emphasizes the distinction between popular and national sove-
reignty, asserting that the latter is compromised when signing 
a treaty whose compliance is subject to international jurisdic-
tion. The nature and scope of international jurisdiction are stu-
died, distinguishing its European and Latin American expres-
sions, and explaining why the imposition on States to modify 
their Constitution has to be rejected, using examples from the 
judgments imposed on Mexico.
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I. Introducción

Las sentencias contra México de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (Corte IDH) en los casos García Rodríguez y 
Tzompaxtle Tecpile generaron inquietud en el país en virtud de 
que requirieron cambios en la Constitución mexicana en materia 
de prisión preventiva oficiosa. El Gobierno mexicano manifestó 
su inconformidad con tal pretensión haciendo valer su sobera-
nía. Por eso importa examinar la relación entre soberanía y juris-
dicción internacional.

II. La Soberanía. Sus características y dimensiones

Stephen D. Krasner estudia cuatro manifestaciones de la soberanía: 
internacional-legal; westfaliana; doméstica e interdependiente.1 La 
primera alude a la igualdad jurídica de los Estados. La westfaliana 
se refiere a la autodeterminación sin intervenciones externas. La 
doméstica tiene que ver con el poder supremo ejercido efectiva-
mente al interior del Estado, y la interdependiente implica la ca-
pacidad para regular el flujo de capital, bienes, información, ideas, 
contaminación, migrantes etc. Para los efectos de este trabajo 
resalto la dimensión que identifica la soberanía como, capacidad 
de decisión suprema definitoria del modo de ser y de organizar 

1	 Krasner, Stephen D., Sovereignty: organized hypocrisy, Estados Unidos, Prin-
ceton University Press, 1999, pp. 3 y 4.
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la vida de una colectividad, que constituye la soberanía popular la 
cual desemboca jurídica y políticamente en la autodeterminación 
como su expresión internacional-legal. Entre ambas se construyen 
las normas jurídicas del derecho internacional, de modo que siem-
pre es la voluntad soberana del Estado la fuente de validez de las 
normas en el plano internacional. En este, cada Estado es igual a 
los otros, bajo el principio de igualdad jurídica de los Estados. 

La soberanía popular no puede quedar sometida a nada ni a 
nadie o dejaría de ser soberanía. En ella se sustenta la actuación 
internacional del Estado que en representación del pueblo asume 
compromisos, los cuales implican una limitación a la soberanía 
nacional, pero no la enajenación de la soberanía popular.

III. Jurisdicción Internacional. Su naturaleza

Gramaticalmente jurisdicción significa: “Poder que tienen los 
jueces y tribunales para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.” En 
consecuencia, por jurisdicción internacional se entiende ese po-
der asignado a órganos cuyas decisiones tengan un alcance más 
allá de las fronteras de los Estados nacionales, con competencia 
para dirimir controversias entre sujetos que quedan sometidos 
a ellos por virtud de disposiciones jurídicas pactadas con esa fi-
nalidad. La capacidad de estos órganos para ejecutar sus resolu-
ciones varía en distintos grados según la naturaleza de la contro-
versia y la fuente de la que surge el sometimiento de los sujetos 
juzgados por ellos. Una diferencia esencial con los tribunales na-
cionales es que los investidos de potestad internacional sufren 
una disminución en su capacidad coactiva. 

Como antecedente de lo que hoy llamamos jurisdicción inter-
nacional encontramos la recurrencia al arbitraje convenido entre 
Estados soberanos. Solo las diferencias entre ellos quedaban su-
jetas a esa jurisdicción, incluso cuando se amplió con la creación 
de tribunales como la Corte Internacional de Justicia.

Luego surgieron otros órganos jurisdiccionales que extendie-
ron su competencia a litigios entre personas en lo individual y 
un Estado, como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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IV. Aceptación de la jurisdicción internacional. 
Significado y consecuencias

La decisión de sujetarse a una resolución judicial, proveniente 
de un órgano con capacidad para obligar al cumplimiento de su 
sentencia deriva de distintas circunstancias y los instrumentos 
internacionales aplicables presentan distintos grados de coercibi-
lidad según la materia. En los de carácter económico, financiero 
y comercial existe una enorme variedad de soluciones jurisdic-
cionales previstas en los tratados correspondientes. En estos sue-
len aparecer cláusulas que implican la sujeción a métodos arbi-
trales. En los de tipo financiero, incluso una de las partes puede 
tomar de modo directo medidas de supresión del flujo de recur-
sos como sanción.2 

Otra distinción proviene del grado de integración entre los 
suscriptores. Son disímbolas las experiencias desarrolladas en 
Europa, América y África. Empero, en mayor o menor medida 
aparece en ellas el conflicto entre el cumplimiento de sentencias 
de tribunales internacionales en materia de derechos humanos 
y la preservación de la soberanía popular de los Estados invo-
lucrados. Al respecto se aprecian diferencias en relación con la 
jurisdicción internacional. La primera, en el caso de nuestro con-
tinente es que la base jurídica de la competencia de la Corte es 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), 
lo cual implicaría que las decisiones deben abarcar a todos los 
países de América, pero dado que Canadá y Estados Unidos no 
han aceptado someterse a la jurisdicción de aquella, su actividad 
judicial abarca solo al conjunto de Estados latinoamericanos. 

Procede examinar las determinaciones jurisdiccionales de los 
tribunales europeo y latinoamericano y la forma de darles cum-
plimiento. Su acción consiste en verificar la existencia del acto 
considerado como violatorio y si este proviene de un agente del 
Estado. Constatada la violación, surge el deber de indemnizar al 
afectado, reparar el daño e incluso desarrollar otras actividades 
que muestren la voluntad del Estado de atenerse al compromiso 

2	 En los acuerdos con el Fondo Monetario Internacional se incluyen cláusu-
las de este tipo.
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de respetar los derechos humanos de sus nacionales. 

En estas resoluciones orientadas concretamente a sancionar 
al Estado, se ha introducido la revisión de normas jurídicas in-
ternas a las que se estima como fuente de la eventual violación. 
Cuando eso ocurre, aparece la pretensión de la jurisdicción de 
que el Estado modifique su legislación interna, lo cual implica un 
evidente roce con su soberanía. Es ahí donde hay que enfocar la 
atención a fin de encontrar la frontera entre estas dos cuestiones.

Para ese efecto conviene considerar los siguientes aspectos: 

a)	 El contenido del tratado. El tratado debería fijar con la 
mayor precisión posible las obligaciones adquiridas por 
cada Estado. Es frecuente que los tratados se redacten 
de una manera bastante amplia y ambigua, obedeciendo 
a las múltiples intenciones de los países que participan 
en las convenciones de las que surgen esos tratados. La 
interpretación de los mismos genera intensas dificultades 
precisamente por esa ambigüedad. Un ejemplo lo consti-
tuye la prohibición de la usura incluida en la Convención 
Americana, cuyo contenido exacto no se precisa. 

En el caso mexicano la disputa se centra en determinar si 
está obligado a modificar su Constitución por una sentencia de la 
Corte, en tanto esta considera que la prisión preventiva oficiosa 
contenida en el derecho interno viola el artículo 2 de la Conven-
ción, el cual estableció el compromiso inicial de los Estados parte 
de realizar las adecuaciones en su derecho interno para hacerlo 
congruente con la misma. Por otra parte, el artículo relativo a las 
previsiones sobre libertad personal, compromete al Estado a que 
en su Constitución y leyes se precisen las causas que den lugar 
a la posible privación de la libertad. Esto se cumple en la propia 
Constitución mexicana. 

Para destacar algunos aspectos específicos de la situación 
mexicana recurro al texto de mi artículo publicado en la Revista 
Electrónica Iberoamericana de la Universidad Carlos III de Ma-
drid, que de manera resumida me sirve para ilustrar este punto.3

3	 Andrade Sánchez, Eduardo, “Reflexiones en torno a las tensiones entre la 
soberanía nacional y la jurisprudencia internacional”, Revista Electrónica 
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¿Tiene la Corte facultades para juzgar en abstracto disposi-
ciones jurídicas que emite un Estado en ejercicio de su sobera-
nía? El artículo 2 de la Convención dispone:

Artículo 2.- Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el Artí-
culo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o 
de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con 
arreglo a sus procedimiento constitucionales y a las disposiciones 
de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 

El texto obliga a los Estados que al inicio de la vigencia de la 
Convención no contaran con las mencionadas disposiciones. Ello 
no implica que con posterioridad los países puedan emitir cual-
quier clase de normas, pero los límites de las admisibles son los 
fijados taxativamente en la Convención, como la prohibición de 
la pena de muerte, de la esclavitud o los trabajos forzados. 

Para el debido equilibrio del orden internacional conviene 
mantener incólume el principio de autodeterminación nacional. 
Reconocer la jurisdicción de la Corte IDH no implica renunciar 
a la soberanía. 

Varios juristas latinoamericanos han denunciado el activismo 
judicial de la Corte IDH que en sus sentencias está creando obli-
gaciones no asumidas originalmente. He aquí algunos botones de 
muestra: el profesor chileno Álvaro Paúl refiere que los Estados 
que suscribieron una Declaración a la que aludiremos posterior-
mente: “Están solicitando que la Corte no imponga visiones úni-
cas de los derechos humanos”.4 Alfredo M. Vítolo, de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, rechaza la obliga-
toriedad de la jurisprudencia de la Corte IDH por carecer de fun-

Iberoamericana, vol. 17, núm. 1, España, Universidad Carlos III de Madrid, 
2023, pp.10-15, https://doi.org/10.20318/reib.2023.7799 

4	 Paúl, Álvaro, “¿Una paradoja interamericana? Chile, un Estado que cumple 
las sentencias del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, pero que 
impulsa su reforma”, Revista De Investigações Constitucionais, vol. 7, núm. 
1, 2020, https://www.redalyc.org/journal/5340/534068339003/html/
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damento.5 Ezequiel Malarino, de Argentina, afirma que la Corte 
IDH “amparada en la cláusula de las reparaciones […] amenaza 
con convertirse en una suerte de legislador, juez y administrador 
supremo de los estados americanos”.6 Respecto de un caso en el 
que se pretendió modificar directamente el derecho interno de 
Costa Rica, Rocío Villanueva Flores de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú escribió: “Estoy convencida de que la Corte 
IDH cumple un rol fundamental en la protección de los derechos 
humanos en América Latina. No obstante, este incuestionable y 
activo rol debe ser llevado a cabo dentro de los límites del Dere-
cho, lo que supone respetar las normas de competencia”.7 

Es inaceptable que por el nacimiento jurisprudencial de 
“nuevos derechos”, un pueblo renuncie a su soberanía interna-
cionalmente garantizada, y quede subordinado a la decisión de 
un pequeño número de juzgadores de algunos países que, pese a 
sus méritos académicos, no cuentan con la representación demo-
crática de una nación. 

b)	 Facultades concedidas al órgano jurisdiccional y alcance de 
sus interpretaciones. Un dato fundamental para el análisis 

5	 Vitolo, Alfredo M., “Una novedosa categoría jurídica: <<querer ser>>. Acer-
ca del pretendido carácter normativo erga omnes de la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Las dos caras del <<control 
de convencionalidad>>”, Pensamiento Constitucional, núm. 18, 2013, pp. 
357-380, https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucio-
nal/article/view/8961/9369

6	 Malarino, Jorge Ezequiel, “Activismo judicial, punitivización y nacionaliza-
ción. Tendencias antidemocráticas y antiliberales en la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos y Derecho Penal Internacional, Monte-
video, Fundación Konrad Adenauer Oficina Uruguay, 2010, p. 61, https://
www.corteidh.or.cr/tablas/r26835.pdf Otro excelente trabajo de Malarino 
sobre este tema se denomina “Violar derechos humanos para protegerlos. 
Un análisis de la jurisprudencia de la corte  interamericana de derechos 
humanos desde el cambio de siglo”, Revista de la Facultad, vol. 9, núm. 2, 
Córdoba, Universidad Nacional de Córdoba, 2018, http://www.scielo.org.
ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S2314-30612018000200007

7	  Villanueva Flores, Rocío, “Activismo judicial y límites del Derecho en la 
actuación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, España, Uni-
versidad de Alicante, p. 166, https://doxa.ua.es/article/view/2018-n41-ac-
tivismo-judicial-y-limites-del-derecho-en-la-actuacio
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de la relación entre soberanía y jurisdicción internacional 
lo constituye la verificación de la actividad de los órganos 
que resuelven estos conflictos respecto de las obligacio-
nes genéricas asumidas por los Estados parte. Para ello es 
necesario recurrir a los instrumentos de mayor amplitud 
en la materia, que son fundamentalmente el Pacto Inter-
nacional de los Derechos Civiles y Políticos y la Conven-
ción de Viena sobre Derecho de los Tratados. Hay que 
recordar que estos se dan en el marco de un sistema in-
ternacional de vinculación más de carácter político que 
jurídico que es la Asamblea General de las Naciones Uni-
das. Este basamento se manifiesta también en el artículo 
primero del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos, en el cual la premisa mayor es el reconocimien-
to de la capacidad de los estados para definir su propia or-
ganización y modo de vida. “Artículo 1. Todos los pueblos 
tienen el derecho de libre determinación. En virtud de 
este derecho establecen libremente su condición política 
y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y 
cultural.”

Otro principio del derecho internacional vinculado la adqui-
sición de los compromisos en materia de tratados es el de la bue-
na fe. La interpretación de los tratados según el artículo 31 de la 
Convención de Viena, debe hacerse de buena fe, de acuerdo con 
el “sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del 
tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto 
y fin”. La Corte IDH ha alterado el sentido corriente de los tér-
minos para darles una extensión que no tienen a partir de una 
interpretación del contexto de tales términos imprecisa y a veces 
caprichosa.

La competencia de la Corte para verificar la concordancia de 
un precepto interno con la obligación impuesta por el artículo 2, 
debe cumplir dos condiciones: i) que la norma viole una prohibi-
ción expresamente descrita en la Convención, y ii) reconocer las 
particularidades existentes en cada país, aplicando el criterio que 
los europeos han denominado “margen de apreciación nacional”.

Verificar esos dos requisitos contribuiría a hacer compatible 
la autodeterminación estatal, con la protección jurisdiccional so-
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bre violaciones a derechos fundamentales. Se requiere un balan-
ce que permita a la Corte valorar las disposiciones emitidas por 
los Estados aplicando la doctrina del margen de apreciación nacio-
nal. Hay que diferenciar entre las obligaciones adquiridas expre-
samente para no emitir determinadas normas, del compromiso 
expresado genéricamente de adoptar disposiciones que permi-
tan cumplir con el tratado. Consecuentemente, se hace necesario 
atender el problema ya detectado de la expansión de la jurispru-
dencia de la Corte que ha empezado a producir reacciones adver-
sas en diferentes naciones. Argentina, Brasil, Chile, Colombia y 
Paraguay emitieron el 23 de abril de 2019 una Declaración en la 
cual expresan su inquietud frente a la referida tendencia expan-
siva.8 También hay que tener en cuenta que la Corte IDH al ejer-
cer facultades sancionadoras debería respetar principios como 
la taxatividad y la no aplicación analógica, ateniéndose a reglas 
de estricto derecho. Los Estados que suscriben la Convención se 
comprometen de buena fe a limitar su soberanía, no a enajenarla 
en atención a criterios de la Corte basados en facultades surgidas 
de un reglamento que se da a sí misma. Cuestión fundamental 
en relación con la naturaleza y el alcance de la jurisdicción de 
un órgano judicial es definir cuál es la conducta que da lugar a la 
controversia. Una forma de compatibilizar la determinación de 
la responsabilidad de un Estado y la consecuente reparación de 
las violaciones cometidas por sus agentes, con el respeto a su au-
todeterminación y a la facultad soberana de decidir el contenido 
de su Constitución y sus leyes, consiste en ajustar el examen rea-
lizado por el tribunal a los hechos denunciados como violatorios 
y contrastarlo con las disposiciones que está abocado a aplicar.

El “control de convencionalidad” no puede convertir a la 
Convención en parámetro de validez de las normas constitucio-
nales de un Estado jugando el papel de supraconstitucion. Ese con-
trol debe constreñirse a sancionar al Estado cuyos agentes violan 
derechos humanos y hacerle reparar las faltas cometidas.

c)	 La intensidad del compromiso adquirido por los Estados. 
Esta variable presenta profundas diferencias. Latinoamé-

8	 Declaración sobre el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, ht-
tps://repositorio.uca.edu.ar/bitstream/123456789/8628/1/declaracion-so-
bre-sistema-interamericano.pdf
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rica no es Europa. En el viejo continente se ha desarro-
llado un proceso gradual de integración que proviene de 
los años 50 del siglo pasado, y cuyo propósito explícito a 
lo largo del tiempo ha sido la formación de una unidad 
política de mayor tamaño conocida como Unión Europea. 
En ese ambiente el grado de integración es mucho más 
intenso y la red de tratados entre los diferentes países los 
vinculan a compromisos que van más allá de los derechos 
humanos.

De ahí que la Convención sobre estos haya dado lugar a un 
tribunal cuya incidencia en las decisiones internas de los países 
involucrados adquiere una mayor profundidad, pues es evidente 
la intención común de homologar los regímenes jurídicos como 
parte de la integración acordada. Asimismo, es importante notar 
que ese propósito de integración se traduce en la creación de ins-
tituciones con capacidad para la formulación de ese orden jurídi-
co común a través de las decisiones del Parlamento Europeo y el 
Consejo de la Unión Europea.

En Latinoamérica no existe ninguno de estos factores. No hay 
un proceso de integración política entre sus países ni estos han 
expresado nunca la pretensión de uniformar sus regímenes ju-
rídicos. La CADH no es un tratado de integración jurídica ni es 
aceptable convertirla en eso a través de su interpretación por la 
Corte IDH.

La pretensión de crear un jus constitutionale comune latinoa-
mericano a partir de la interpretación de la CADH expresada en 
la jurisprudencia de la Corte IDH, es una aspiración sin base en 
el ejercicio de la soberanía popular de los pueblos latinoamerica-
nos, ni siquiera de sus Gobiernos como representación de esa so-
beranía. La autolimitación de esta no va más allá del propósito de 
asegurar que se sancione a quien viola derechos humanos usando 
la autoridad estatal. 

La intención de integrar ese jus comune ha sido explicitada 
por los jueces de la Corte IDH. Eduardo Ferrer Mc-Gregor apare-
ce como coordinador de un libro alusivo al tema denominado Ius 
Constitutionale Commune en América Latina. Textos básicos para 
su comprensión. Reproduzco de él un revelador fragmento del ar-
tículo de Armin Von Bogdandy en el cual queda evidente ese ob-
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jetivo que rebasa con mucho el texto de la Convención, “son las 
sentencias judiciales sobre derechos fundamentales y humanos, 
a menudo producto de la lucha de grupos sociales, las que dotan 
al Ius Constitutionale Commune con una energía de carácter espe-
cíficamente jurídico”.9

Las motivaciones para firmar un tratado pueden ser varias: 
corrección política; intención de adaptarse a la corriente predo-
minante; fingimiento del compromiso, o auténtica convicción de 
proteger tales derechos mediante la corrección de excesos co-
metidos por autoridades estatales de distintos niveles. Paradóji-
camente se limita la soberanía, para fortalecerla como poder al 
interior. 

Cuando una decisión jurisdiccional toca el nervio vital de un 
sistema jurídico está penetrando a un ámbito en el que su com-
petencia debe detenerse.

Hemos sostenido que los compromisos internacionales no 
implican la renuncia a la soberanía popular. La autenticidad del 
compromiso se demuestra con la aceptación y la ejecución de 
sanciones derivadas de actos violatorios específicos. Pero el tex-
to de la Constitución es justamente la expresión de la soberanía 
popular que no puede quedar sujeta a la decisión jurisdiccional. 

 Ciertamente los Estados se obligan a no hacer valer su de-
recho interno para dejar de cumplir los compromisos pactados. 
Ahí es necesario considerar, que en los casos que dieron origen a 
la pretensión de obligar a México a cambiar su Constitución, este 
país cumplió escrupulosamente con las sentencias que lo conde-
naron con motivo de la violación de derechos humanos cometida 
por sus agentes infringiendo el propio régimen jurídico interno, 
pero nunca como expresión de una política de Estado. En ningún 
momento el Estado mexicano hizo valer una norma interna para 
dejar de cumplir, por el contrario, atendió las sanciones que se le 

9	 Bogdandy, Armin von, “Ius Constitutionale Commune en América Latina. 
Aclaración conceptual”, en Armin von Bogdandy, Mariela Morales Anto-
niazzi y Eduardo Ferrer Mac-Gregor (coords.), Ius Constitutionale Com-
mune en América Latina, Textos básicos para su comprensión, México, IE-
CEQ-Max Planck Institute, 2017, pp. 150 y 151, https://www.corteidh.
or.cr/tablas/r36072.pdf 
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impusieron consistentes en la ejecución de medidas reparatorias. 
Hasta ahí llega su obligación adquirida de buena fe. Recordemos 
que la buena fe es un principio básico de la interpretación de los 
tratados de acuerdo a la Convención de Viena. Tal principio debe 
ser respetado por el obligado, pero también por quien pretende 
hacerlo cumplir.

Además, México no ha violado con su derecho interno la Con-
vención. El artículo 7.2 de esta dice: “Nadie puede ser privado de 
su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas 
de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Par-
tes o por las leyes dictadas conforme a ellas.” Desde que suscribió 
la Convención México tenía como causa fijada en su Constitu-
ción la prisión preventiva oficiosa. Cumplía y sigue cumpliendo 
con lo que dispone ese Tratado. Es la Corte la que ha modificado 
sus criterios al extremo de que estos se han convertido paradóji-
camente en inconvencionales al hacer decir al referido tratado lo 
que nunca ha dicho. 

Cuando un Estado acepta de buena fe la jurisdicción de la 
Corte IDH, intenta corregir cualquier desviación o abuso come-
tidos por alguna de sus autoridades en violación de derechos hu-
manos de sus habitantes, pero no puede interpretarse como una 
cesión de la soberanía popular a un organismo internacional que 
extiende sus competencias por voluntad propia. 

d)	 Capacidades coactivas disponibles. Los instrumentos sus-
ceptibles de emplearse para imponer sanciones efectivas 
a los Estados que incumplan con una sentencia interna-
cional varían, como ya vimos, según la materia que regule 
el tratado y el ámbito de su aplicación.  

En cierto sentido, puede afirmarse que en la práctica una re-
solución de la Corte, aunque se redacte en términos de orden, 
no puede pasar de una recomendación si consideramos la natu-
raleza de los instrumentos de que dispone este tribunal para la 
ejecución de sus sentencias. El mecanismo previsto en la Con-
vención consiste en informar anualmente a la Asamblea General 
de la OEA sobre el incumplimiento a sus sentencias en que hayan 
incurrido algunos Estados. Las regulaciones de este organismo 
internacional no prevén un método para imponer coactivamente 
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el cumplimiento de una sentencia. De una consulta realizada al 
sistema de inteligencia artificial ChatGPT extraemos este frag-
mento al respecto:

Aunque la OEA tiene varios mecanismos para promover el cum-
plimiento de las sentencias de la Corte IDH, enfrenta desafíos sig-
nificativos debido a la soberanía de los Estados miembros y la falta 
de poderes coercitivos directos. El cumplimiento depende en gran 
medida de la voluntad política de los Estados y de su compromiso 
con el sistema interamericano de derechos humanos.10

En el caso concreto de México el camino sería que el ejecu-
tivo que recibe la notificación de la sentencia y es el responsa-
ble original de su ejecución, inicie el procedimiento de modifi-
cación normativa, el cual también podría ser impulsado por el 
poder legislativo, si lo estima conveniente, para efectuar la re-
forma constitucional solicitada. Al que no le corresponde tomar 
medidas dirigidas al cumplimiento, es al poder judicial, pues la 
resolución pide cambiar la Constitución no su desobediencia o 
su inaplicación. Otra perspectiva a considerar es que no existe 
ningún procedimiento que pueda aplicar el ejecutivo que firma 
el tratado, para forzar una modificación constitucional, la cual 
depende de la conjunción de voluntades de un agregado de legis-
ladores electos popularmente integrantes de las dos cámaras del 
congreso federal y de los congresos de cada una de las entidades 
federativas. ¿Cómo se obligaría a los legisladores electos por vo-
luntad popular a votar algo con lo que no están de acuerdo? ¿Es 
posible forzarlos a actuar contra su voluntad? Si la respuesta a 
ambas interrogantes es negativa, como lo es, debemos reconocer 
que ordenar a un Estado la obligación de cambiar su Constitución 
es irracional por ser imposible imponer coactivamente su cum-
plimiento. 

La jurisprudencia internacional no debe perder de vista que 
incidir en la redacción de las decisiones políticas fundamentales 
deja de ser un acto estrictamente jurídico para transformarse en 
político.

10	 OpenAI, “Respuesta generada por ChatGPT”, ChatGPT, 2024, https://
www.openai.com
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El argumento de que, en virtud de la Convención de Viena, 
los Estados pueden ser sometidos a obligaciones que van más allá 
de las facultades de una jurisdicción es muy discutible. Al respec-
to son reveladoras algunas de las consideraciones a partir de las 
cuales se redactó esa Convención:

Reconociendo la importancia cada vez mayor de los tratados como 
fuente del derecho internacional y como medio de desarrollar la 
cooperación pacífica entre las naciones, sean cuales fueren sus re-
gímenes constitucionales y sociales:

Teniendo presentes los principios de derecho internacional incor-
porados en la Carta de las Naciones Unidas, tales como los prin-
cipios de la igualdad de derechos y de la libre determinación de 
los pueblos, de la igualdad soberana y la independencia de todos 
los Estados, de la no injerencia en los asuntos internos de los Es-
tados, de la prohibición de la amenaza o el uso de la fuerza y del 
respeto universal a los derechos humanos y a las libertades funda-
mentales de todos y la efectividad de tales derechos y libertades. 
(Énfasis añadido)11

Estos principios en que se sustenta la Convención de Viena se 
contraponen a la intención de los órganos jurisdiccionales inter-
nacionales de someter a su voluntad los fundamentos jurídicos 
de los regímenes constitucionales y sociales de los Estados, sean 
cuales fueren estos. Tal actitud rebasa las atribuciones surgidas de 
la Convención para sancionar a los Estados que violen derechos y 
obligarlos a reparar tal violación. Su labor debe concretarse a los 
casos concretos que conozca sin extender su autoridad al análisis 
abstracto de las normas constitucionales de un país. Debe con-
siderarse que el Estado cumple, al iniciar el procedimiento que 
permita expresarse a la soberanía popular, para que esta tome la 
decisión última. Si acepta se producirá el cambio. Si no acepta 
ello debe conducir a la denuncia del tratado por el ejecutivo y 
a la renuncia al sometimiento de la jurisdicción de que se trate. 
Aunque, como hemos sostenido, la Corte IDH no tiene facultades 
para incidir en el derecho interno de un Estado, es interesante 
la diferencia de matiz en el caso mexicano, ya que al referirse a 

11	 Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, https://www.oas.org/
xxxivga/spanish/reference_docs/convencion_viena.pdf 
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disposiciones de carácter legal ha empleado la expresión dejar 
sin efecto, en tanto que al incidir en el texto constitucional, usa 
el verbo adecuar.12 Adecuar no significa dejar sin efecto, y por lo 
tanto, los tribunales mexicanos han rebasado los términos de la 
sentencia, que de todas maneras no les corresponde ejecutar.

Una opción a explorar por los Estados que se oponen a la inva-
sión pretendida por la Corte IDH es contrarrestar los informes de 
su supuesto incumplimiento presentados a la OEA mediante argu-
mentos en defensa de su soberanía; lo que podría prosperar con el 
apoyo diplomático de otras naciones inconformes. De modo que 
en ese organismo internacional se ponga en primer plano la auto-
determinación de sus integrantes, tal y como lo prevé el artículo 1 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

V. Conclusiones

La soberanía popular es la base sobre la que se ha construido el 
constitucionalismo occidental y no puede ser considerada reba-
sada, ni obsoleta porque constituye la base política y jurídica del 
derecho internacional.

La soberanía no puede estar supeditada a ninguna otra vo-
luntad pues dejaría de ser soberanía y la capacidad suprema de 
decisión de un pueblo sería suplida por las decisiones de una vo-
luntad externa.

La soberanía se expresa en las decisiones constitucionales de 
un pueblo y en principio es ilimitada.

Procede distinguir entre la soberanía del Estado como un 
atributo de este que determina el reconocimiento de su perso-
nalidad jurídica capaz de adquirir derechos y obligaciones en la 
escena internacional, y la soberanía popular que es la capacidad 
suprema de decisión de un pueblo para organizarse y autodirigir-
se en ejercicio de su autodeterminación; principio esencial del 
derecho internacional. 

12	 Corte IDH. Caso García Rodríguez y otro vs. México. Excepciones Prelimi-
nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 25 de enero de 2023. Serie 
C, núm. 482, párr. 13 y 14.
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Frente al argumento de que un Estado no puede hacer valer 
su soberanía porque en ejercicio de la misma es como ha suscrito 
un tratado internacional que la limita, esta limitación opera en 
cuanto a los compromisos adquiridos de buena fe, pero no puede 
extenderse sobre la soberanía popular que de hecho o de dere-
cho puede autodeterminarse por encima de cualquier decisión 
externa.

Cuando un Estado firma un tratado acepta limitar jurídica-
mente su soberanía como actor jurídico internacional, pero no 
enajenar la soberanía popular. Está obligado a cumplir la obli-
gación adquirida justo en los términos que la asumió, pero no a 
modificar forzosamente sus normas fundamentales.

Cuando la indicación de modificar el orden jurídico proviene 
de una interpretación jurisdiccional no contenida explícitamente 
en el instrumento internacional suscrito, los tribunales rebasan 
sus facultades. 

Ningún poder constituido del Estado puede ser compelido a 
efectuar una alteración constitucional. 

Conviene explorar la posibilidad diplomática de presentar el 
tema de la invasión de las soberanías nacionales emprendida por 
la Corte, ante la Asamblea General de la OEA, con objeto de que 
se reafirme ahí el principio de la autodeterminación de sus inte-
grantes.
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